Cooperativa / impugnación de asamblea 

Expediente Nº 42.771 “ALMAR DE  MAR​TINEZ  MONICA ESTHER Y OTRO C/                         COOP. DE LUZ Y FUERZA ELEC. DE ROJAS LTDA. S/ Materia a cate​gorizar”

Nº de Orden: 216.-
Libro de Sentencias Nº 49

/NIN, a los nueve días del mes de Septiembre del año dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los Se​ñores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Ci​vil y Comercial de Junín Doctores RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, en causa Nº 42771 caratulada: "ALMAR  DE  MARTINEZ  MONICA ESTHER Y OTRO C/ COOP. DE LUZ Y FUERZA ELEC.  DE  ROJAS LTDA.  S/  Materia a categorizar", a fin de dictar sen​tencia, en el siguiente orden  de  votación,  Doctores: Castro Durán, Guardiola y Rosas.-

               La Cámara planteó las siguientes cues​tiones:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA  PRIMERA  CUESTION, el Sr. Juez Dr. Castro Durán dijo:

               A fs. 753/773 la Sra. Juez de primera instancia dicta sentencia, por  la  que,  inicialmente, desestima la defensa de defecto legal deducida  por la Cooperativa de Luz y Fuerza Eléctrica de  Rojas  Ltda., imponiendo a ésta las costas.

               Seguidamente,  desestima  el  planteo de falta de legitimación activa opuesto por la demandada en  relación  a  Alejandro  Alberto Pérez y recepta esa misma defensa con respecto a Mónica Esther Almar, impo​niendo las costas en el orden causado.

               Y finalmente, hace lugar al  planteo  de caducidad  de la acción también formulado por la coope​rativa accionada, y en consecuencia, rechaza la demanda por nulidad de resolución asamblearia que  contra  ella entablaron  los  aludidos Pérez y Almar, imponiéndole a éstos  las costas y difiriendo la regulación de honora​rios de los profesionales intervinientes. 
               En lo que a  los  recursos  interpuestos interesa, la sentenciante, en primer  lugar,  desestima la  defensa  de defecto legal, argumentando que si bien en la demanda no se designa con exactitud el objeto del juicio, el mismo surge de los hechos narrados.

               En segundo lugar, rechaza el planteo de falta de legitimación activa respecto del  coactor  Pérez,  considerando que del boletín de asistencia y del acta  de  la asamblea impugnada, surge la participación de éste en el desarrollo del acto, habiéndose desesti​mado sus propuestas referidas a los puntos 1, 2 y 3 del orden del día, y estado ausente cuando se trataron  los puntos  4  y  5.  En cambio, la sentenciante recepta la oposición de esta defensa contra la coactora Almar, por no haberse demostrado  la  forma  en  que  votó  en  la asamblea.

               Por último, la "a  quo" hace lugar al planteo  de  caducidad de la acción, sosteniendo que el plazo  de noventa días establecido por el art. 62 de la Ley 20337 para impugnar las resoluciones de la asamblea se cuenta por días corridos, por lo que la acción podía ejercerse hasta el 20-6-2005. En  consecuencia,  prosi​gue,  al  haber sido entablada la demanda el 22-6-2005, ya se encontraba operada la caducidad del plazo, aunque se  admitiera  la  posibilidad de presentarla con cargo durante las dos primeras horas hábiles del día  poste​rior al vencimiento. Añade que como este  plazo  es  de caducidad, no es susceptible de suspensión ni de  inte​rrupción.

               Asimismo, explica que dicha norma de la Ley de Cooperativas, por  su  especificidad,  prevalece sobre el art. 251 de la Ley  19550,  que  establece un plazo de tres meses para impugnar las asambleas de  las sociedades anónimas, cuyo régimen sólo se aplica suple​toriamente a las cooperativas.

               Culmina diciendo  la  sentenciante,  que aunque se considerara que el plazo de caducidad no rige cuando el vicio atribuido a la asamblea es  susceptible de acarrear la nulidad absoluta de la decisión impugna​da,  igualmente  debería  rechazarse la demanda, puesto que  los motivos fundantes de la impugnación serían ge​neradores de nulidad relativa.

               Contra este pronunciamiento, el Dr.  Mi​guel Alberto Piedecasas, en su rol de apoderado de la cooperativa accionada, interpone apelación a fs. 774, e idéntica  impugnación deduce  a fs. 777 la Dra. Vanesa Martino,  en su carácter de apoderada de la parte acto​ra.

               Concedidos  libremente  tales recursos y remitidos los autos a esta Alzada,  a  fs.  792/800  la Dra. Martino presenta la expresión de  agravios, donde al principio se queja por la caducidad de la acción de​cretada. Afirma que el art. 62 de la Ley 20337 estable​ce un plazo de prescripción y no de caducidad, en con​cordancia con la naturaleza de las cooperativas que di​fiere sustancialmente de la de las sociedades de  capi​tal. Entonces -sigue diciendo la apelante- con la acre​ditación de las maniobras dolosas de la demandada, con​sistentes en la falta de entrega de la información post-asamblearia necesaria para  encauzar  la  impugna​ción, la sentenciante debió  tener  por  suspendido  el cómputo de dicho plazo de prescripción.

               Agrega  que  la caducidad debe interpre​tarse restrictivamente y que la presente acción  persi​gue la protección de los usuarios de un servicio públi​co, para finalizar manifestando  que  la  autoridad  de aplicación ordenó la realización de una nueva asamblea general ordinaria, lo que indica que las irregularida​des de la impugnada son insubsanables.

               También,  a apelante sostiene que en la asamblea cuestionada se ha sometido a votación un ejer​cicio económico realizado en base a documentación  fal​sa, irregularidad que contraría el interés social y que configura  una  causal de nulidad absoluta, sanción que también se viabiliza a raíz de la violación del derecho de  información de los socios, abuso que lesiona el or​den público.

               A continuación, la Dra. Martino  critica la  decisión  relativa  a la falta de legitimación para obrar de Mónica Esther Almar, para concluir su impugna​ción agraviándose por la imposición de las costas a sus mandantes, aduciendo que debido al obrar doloso de la accionada, existen razones de equidad que autorizan a distribuirlas en el orden causado, o inclusive, a exo​nerarlos a aquellos de las mismas.
               A fs. 801/806vta. el Dr. Piedecasas,  en representación de la Cooperativa  de  Luz  y  Fuerza Eléctrica de Rojas  Ltda.,  presenta  la  expresión  de agravios. Allí cuestiona el rechazo de sus planteos re​feridos  al defecto legal en el modo de proponer la de​manda y a la falta de  legitimación del actor Pérez. Asimismo, expone que la demanda debió haber sido deses​timada no sólo por la caducidad de la acción, sino tam​bién por la falta absoluta  de  fundamentos  relevantes para que prospere la impugnación de la asamblea.
               Corrido traslado de las reseñadas expre​siones de agravios, a fs. 815/819 luce la  contestación efectuada por el Dr. Piedecasas, quien solicita el  re​chazo  del  recurso  de  la  actora, mientras que a fs. 554/564vta. se agregó la réplica efectuada por la  Dra. Martino, quien solicita inicialmente que se declare de​sierta la apelación de la  demandada  por  insuficiente fundamentación, y seguidamente, que se confirme el pro​nunciamiento impugnado. Luego de ello,  se  dispuso  el llamamiento  de autos para sentencia, quedando las pre​sentes actuaciones en condiciones de resolver.

               En tarea decisoria, por razones metodo​lógicas, he de comenzar por el agravio de la parte ac​tora referido a la declaración de caducidad de la ac​ción.

               Acometiendo tal labor, es dable resaltar que el art. 62 de la Ley 20337 establece que la  acción de impugnación de las decisiones asamblearias debe pro​moverse dentro de los noventa días de clausurada la asamblea.

               Coincido con la "a  quo" en que dicho plazo es de caducidad, naturaleza  que  viene  impuesta por la lógica necesidad de otorgar prontamente  certeza a las resoluciones de la asamblea.

               Es  que  con este término no se persigue sancionar  la inactividad del impugnante, sino estable​cer un límite temporal para el ejercicio de  la  acción de impugnación, a fin  de  consolidar  rápidamente  los efectos  jurídicos  de  las decisiones asamblearias, lo que contribuye a conferir estabilidad a las  relaciones jurídicas (conf. Cámara Nacional de Apelación en lo Co​mercial, Sala C, sent. del 19-12-90 recaída in re  "Ti​sinovich c/ Cooperativa de Trabajo Transportistas Gana​dera  Ltda.", La Ley On Line; Mario Marengo, "Código de Comercio comentado y anotado Rouillón -director- Alonso -coordinador-", Tomo III pág. 950). 

               Sentado  que el plazo establecido por el art.  62  de  la  Ley de Cooperativas, es de caducidad, forzoso resulta concluir que el mismo no se suspende ni se interrumpe;  por lo que, vencido el término, se ex​tingue  el  derecho  no  ejercido durante su transcurso (conf. Santos Cifuentes, "Elementos de derecho  civil", pág. 418).

               Por  lo  tanto, se impone el rechazo del agravio en tratamiento.

               De cualquier modo, y a mayor abundamien​to, cabe señalar que la falta de disposición de la  do​cumentación post-asamblearia, denunciada por los accio​nantes como causal suspensiva, podría haber sido sorte​ada, exigiéndose su exhibición por la vía de las dili​gencias preliminares (art. 223 inc. 5º C. P. C.).

               Seguidamente, paso al tratamiento del argumento basado en que como la nulidad  cuya  declara​ción se pretende a través de la presente acción, es de carácter absoluto, no resulta aplicable el plazo de ca​ducidad fijado por el art. 62 de la Ley 20337.

               Al  respecto,  es  menester remarcar que existen discrepancias acerca de si este plazo de  cadu​cidad  comprende  todos los casos de nulidad que pueden afectar a las resoluciones asamblearias, o si sólo que​dan  comprendidos los de nulidad relativa con exclusión de los de nulidad absoluta (ver José Maria  Cristiá, "Código de Comercio comentado y anotado  Rouillón  -di​rector- Alonso -coordinador-", Tomo III pág. 629)
               La Suprema Corte de Justicia  bonaerense se enroló  en la postura que entiende que la caducidad abarca todo tipo de nulidad, al sentenciar, refiriéndo​se al  art.  251 de la Ley 19550, que "queda encuadrado en esta normativa un amplio espectro de irregularidades que van desde un vicio subsanable que implique anulabi​lidad  hasta la nulidad absoluta cuando se afecten nor​mas de orden público o derechos inalienables de los ac​cionistas, sujetos -por supuesto- al plazo de caducidad que el artículo establece" (el resaltado pertenece al párrafo transcripto,  ver  Ac.  50474, sent. del 29-3-1994).

               Aunque el art. 251 de la Ley 19550  per​tenece al régimen legal de las sociedades anónimas, al ser de similar tenor al art. 62 de la Ley 20337, no  me caben  dudas de que la doctrina emergente del fallo re​señado  resulta aplicable al caso de autos, sellando la suerte negativa del agravio.

               No  obstante ello, y a mayor abundamien​to, puede agregarse que de la narración de  los  hechos contenida en la demanda, surge que las  irregularidades que denuncian los accionantes tienen  que  ver  con  la falta  de  información:  previa  a la realización de la asamblea  (falta  de  exhibición de copias del balance, estado de resultados y cuadros anexos, memoria e infor​mes  del  síndico  y del auditor, padrón de asociados y copia del estatuto); durante el desarrollo de la  misma (preguntas de los socios que no fueron contestadas  con claridad); y posterior a la clausura del acto (negativa de  entrega  del  acta,  padrón de socios, libro de re​gistro  de  asociados, acta de escrutinio y registro de votantes).

               También  los  impugnantes señalan que no fue remitida temporáneamente la documentación a la au​toridad de aplicación y al órgano local  competente; y que no son válidos los motivos brindados por el  presi​dente para justificar la demora en el  tratamiento  del ejercicio económico.

               Asimismo, denuncian: el  incumplimiento de las formalidades requeridas para la confección de la memoria;  la incorrecta proposición del punto 3 del or​den del día; la falta de estructura técnica del  balan​ce,  que  no  se ajustó a las prescripciones sociales y estatutarias; anomalías en la acreditación de  los  so​cios; e incompatibilidad del presidente de la  coopera​tiva y del delegado municipal para ejercer dichos  car​gos.

               Analizando este elenco de impugnaciones, entiendo  que las mismas podrían sustentar una declara​ción de nulidad relativa, pero no una invalidez de ca​rácter absoluto, puesto que no tienen entidad suficien​te  como para afectar el orden público, ni tampoco, de​rechos inderogables de los socios; ya que se refieren a cuestiones  formales  relativas  a las etapas previas y posteriores a la fase resolutiva propiamente dicha.

               Por último, cabe añadir que por operan​cia del principio de congruencia en la Alzada, no puede ser considerada la alegación de que el ejercicio económico fue aprobado sobre la base de documentación falsa, ya  que  tal argumento fue esgrimido por primera vez en la expresión de agravios, sin ser propuesto a la deci​sión de la sentenciante de origen (art. 272 C. P. C.).

               En base a todo lo expuesto, debe  mante​nerse la declaración de caducidad de la acción dispues​ta  en la sentencia apelada, lo que conlleva necesaria​mente la desestimación de la demanda.

               Tampoco  puede  prosperar el agravio ex​puesto  por la Dra. Martino contra la imposición de las costas a sus mandantes por el rechazo de la demanda, ya que en autos no se observa  ninguna  circunstancia  que autorice  a  excepcionar  el principio general sobre la materia, que se sustenta en el hecho objetivo de la de​rrota (art. 68 C. P. C.).

               Por otro lado, la confirmación de la de​claración de caducidad, torna innecesario el tratamien​to  de  la impugnación referida a la falta de legitima​ción para obrar de la coactora Mónica Esther Almar, por haberse vuelto abstracta la cuestión.
               Del mismo modo, el mantenimiento  de  la declaración de caducidad, torna abstractos los agravios expuestos por la accionada contra  el  rechazo  de  sus planteos basados en la defectuosa proposición de la de​manda  y en la falta de legitimación activa del coactor Pérez. Es que, al desestimarse en definitiva la preten​sión nulificante, ningún agravio directo emerge para la cooperativa demandada, de la desestimación de tales de​fensas. El único interés mediato que conserva la  cues​tión,  es el relativo a las costas impuestas en primera instancia por el rechazo de ambos planteos.
               Y sin necesidad de dilucidar si esos re​chazos son o no ajustados a derecho (cuestión que -vale reiterar- ha devenido abstracta, puesto que, cualquiera sea la decisión que se adoptara al respecto, no altera​ría el resultado del pleito), puede concluirse  que  es improcedente  la  imposición  autónoma de costas por la desestimación de tales defensas.

               Así lo creo, considerando que a fin de evitar el tratamiento de cuestiones irrelevantes, en la sentencia  recurrida  debió  haberse  tratado en primer término  el planteo de caducidad, puesto que, de ser el mismo procedente -como finalmente ocurrió-, las restan​tes defensas quedarían desplazadas, por falta de  inte​rés.

               Además, no debe perderse de vista que la demandada resultó vencedora en el pleito, no alterándo​se  ese  carácter  por el hecho de que hayan prosperado todos o sólo algunos de sus argumentos defensivos.

               Con  este  mismo criterio, la Sala 3º de la Cámara 1º de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata ha resuelto que "No cabe legalmente imponerle las costas al demandado, por una excepción desechada (en el caso la de prescripción) dentro de un  mismo  proceso, cuando en definitiva ha resultado triunfador en el mis​mo. Caso contrario se vulneraría el espíritu y la clara doctrina  del  art.  68 del CPCC." (Sumario Juba, sent. del 8-7-1997).

               Por  lo expuesto, opino que debe dejarse sin  efecto  la imposición de costas relativa a las de​fensas de asentadas en la defectuosa proposición de  la demanda y en la falta de legitimación activa, resueltas en la oportunidad del dictado de la sentencia definiti​va (art. 68 C. P. C.).

               En síntesis, propongo al acuerdo, mante​ner la sentencia de primera instancia en cuanto al re​chazo de la demanda por caducidad de la acción (art. 62 Ley 20337), y modificarla en lo relativo a  las  costas por  las defensas de defecto legal en el modo de propo​ner la demanda y de falta de legitimación activa,  cuya imposición se deja  sin  efecto (art. 68 C. P. C.). Las costas  de Alzada se imponen a los accionantes (art. 68 C. P. C.).

ASI LO VOTO. 

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-
A LA  SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
               Atento el resultado arribado  al  tratar la cuestión anterior, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de  la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

               I)- Mantener la sentencia apelada de fs. 753/773 en cuanto al rechazo de la demanda por  caduci​dad  de la acción (art. 62 Ley 20337), y modificarla en lo relativo a las costas por las  defensas  de  defecto legal en el modo de proponer la demanda y de  falta  de legitimación activa, cuya imposición se deja sin efecto (art. 68 C. P. C.).

               II)- Las costas de Alzada se  imponen  a los accionantes (art. 68 C. P. C.), difiriéndose la regu​lación de honorarios correspondiente para cuando sean determinados los de  primera  instancia  (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas,  aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-
               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente acuerdo que firman los Señores Jueces por  ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V- ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), nueve de Septiembre de 2.008.-

               AUTOS Y VISTO:
               Por los fundamentos  consignados  en el acuerdo que antecede, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
               I)- Mantener la sentencia apelada de fs. 753/773  en cuanto al rechazo de la demanda por caduci​dad de la acción (art. 62 Ley 20337), y modificarla  en lo relativo a las costas por las  defensas  de  defecto legal en el modo de proponer la demanda y de  falta  de legitimación activa, cuya imposición se deja sin efecto (art. 68 C. P. C.).

               II)-  Las  costas de Alzada se imponen a los accionantes (art. 68 C. P. C.), difiriéndose la regu​lación de honorarios correspondiente para  cuando  sean determinados los de  primera  instancia  (art.  31  Ley 8904).

               Regístrese,  notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V- ZUZA (Secretaria).- 
